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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 5/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: MUNICIPIO DE AQUISMÓN S.L.P., PRESIDENTE MUNICIPAL, Y SÍNDICO MUNICIPAL DE AQUISMON S.L.P.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a catorce de septiembre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 5/2020, promovido por el C.**********, contra actos del Síndico Municipal de Aquismón S.L.P. y el Municipio de Aquismón S.L.P.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 7 siete de enero de 2020 dos mil veinte, el C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Síndico Municipal de Aquismón S.L.P. y el Municipio de Aquismón S.L.P., y por el acto que hizo consistir en: 

“La negativa de pago respecto del escrito de fecha 03 tres de abril del presente año (ANEXO1) y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2018/R-33 FISM/AD-04 y por consecuencia el pago de la cantidad de $291,711.31 (Doscientos noventa y uno mil setecientos once pesos 31/100 M.N.) por concepto de segunda estimación y finiquito de obra.”
Previo requerimiento a la Parte Actora para que aclarara la demanda, en auto del 1 uno de julio de 2020 dos mil veinte, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 10:30 diez horas con treinta minutos del 8 ocho de junio de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de las Autoridades Demandadas; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza, se declaró desierta la prueba testimonial ante la inasistencia de la Parte Actora, y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo, ya que previamente a la audiencia se desahogó vía exhorto la inspección admitida a la Parte Actora; después en la etapa de alegatos se agregó a los autos el escrito de las Autoridades Demandadas, y se hizo constar que la Parte Actora no hizo manifestación alguna en ésta etapa procesal, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, respecto de una resolución negativa ficta suscitada entre un particular y una autoridad municipal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado con la documental pública, en donde consta la instancia que formuló ante el Síndico del Honorable Ayuntamiento de Aquismón S.L.P., en la que consta sello y firma de acuse de recibido; respecto de la cual demanda la resolución negativa ficta. Misma que es visible de la foja 20 veinte a 24 veinticuatro del expediente en que se actúa.
Por su parte, el C. Margarito Martínez Ledezma, acreditó su personalidad como Síndico del Honorable Ayuntamiento de Aquismón S.L.P., en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la manifestación relativa a la publicación del Periódico Oficial del Estado del 30 treinta de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, que contiene de la integración de los 58 cincuenta y ocho ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, para el periodo Constitucional del 1 uno de octubre de 2018 dos mil dieciocho, al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno; publicación de la que se desprende que el compareciente fue electo con el carácter que ostenta.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento, que hacer valer de oficio.
Por su parte, las Autoridades Demandadas no hicieron valer causales de improcedencia o sobreseimiento.
CUARTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 9 nueve a la foja 12 vuelta (escrito inicial de demanda), y de la foja 182 ciento ochenta y dos a la foja 186 ciento ochenta y seis (escrito de ampliación de demanda) del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

QUINTO.-  La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

La Parte Actora promovió el Juicio Contencioso Administrativo en contra de una resolución negativa ficta respecto a una instancia formulada ante el Síndico Municipal de Aquismón S.L.P.; en dicha instancia la Parte Actora solicitó esencialmente el pago de la cantidad de $291,711.31 (doscientos noventa y un mil setecientos once pesos 31/100 M.N.), derivado del contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, relativo a la obra “CONSTRUCCIÓN DE TECHADO DE AREA DE IMPARTICIÓN DE EDUCACIÓN FÍSICA EN LA E.P. BENITO JUÁREZ EN LA COMUNIDAD DE LA MORENA, MUNICIPIO DE AQUISMÓN S.L.P.”.

En el escrito de demanda, en el capítulo de hechos antecedentes de la demanda numerales 2 dos, 3 tres, 4 cuatro, 5 cinco, 6 seis, y 7 siete, la Parte Actora hace referencia al contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04; cuyo monto total fue de $757,288.90 (setecientos cincuenta y siete mil dos cientos ochenta y ocho pesos 90/100 M.N.), del cual le fue pagado el anticipo del 30% treinta por ciento equivalente a $227,186.67 (Dos cientos veintisiete mil ciento ochenta y seis pesos 67/100 M.N.), y la primera ministración por la cantidad de $238,390.92 (Dos cientos treinta y ocho mil tres cientos noventa pesos 92/100 M.N.), por lo que únicamente se le pagó el 61% sesenta y uno por ciento de la obra.

Adicionalmente señala, que ejecutó hasta el 90% noventa por ciento de la obra, por lo que elaboró y presentó la segunda ministración y finiquito de la obra, por la cantidad de $291,711.31 (doscientos noventa y un mil setecientos once pesos 31/100 M.N.), misma que no le fue pagada, derivado de lo cual realizó diversas gestiones, entre ellas la instancia formulada el 3 tres de abril de 2019 dos mil diecinueve, ante el Síndico del Honorable Ayuntamiento del Municipio de Aquismón S.L.P., respecto de la cual controvierte la resolución negativa ficta.

Para concluir, con lo que respecta a la postura de la Parte Actora, nos referimos a los conceptos de impugnación, que formuló en el escrito de demanda, que en lo sustancial expresan lo siguiente:

a) Que se configuró la resolución negativa ficta, en relación a la instancia formulada el 3 tres de abril de 2019 dos mil diecinueve, ante el Síndico del Honorable Ayuntamiento del Municipio de Aquismón S.L.P., al haber transcurrido más de 5 cinco meses desde la presentación, sin que se emitiera la respuesta correspondiente;

b) Que se violentó en perjuicio de la Parte Actora, la cláusula Tercera del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, así como el artículo 122 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que ahí se dispone que los trabajos ejecutados deben ser pagados, dentro del plazo de 20 veinte días naturales posteriores, a que hayan sido autorizados por el residente de obra y que el contratista hay presentado la factura correspondiente;

c) Que derivado del retardo en el pago de los trabajos ejecutados del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, lo conducente es que se paguen los gastos financieros, de acuerdo a lo que dispone el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, por lo que al no haberse pagado se violentan sus derechos;

d) Que la Autoridad Demandada, es la responsable de la emisión y firma del finiquito del contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, de acuerdo a lo que dispone el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, con independencia de que el contratista haya presentado o no el aviso de terminación de obra;

Por su parte, al producir su contestación, la Autoridad Demandada refiere que expone las razones en que se apoya la negativa ficta reclamada por la Parte Actora; al respecto aduce sustancialmente que no se reconoce la deuda que se reclama, ya que el contrato fue celebrado con la administración anterior, por lo que sería una deuda a título personal, con las personas que celebró el contrato y no a cargo del erario público del Municipio, bajo los argumentos que se sintetizan a continuación:

A. Que el contrato es nulo de acuerdo con lo que dispone el artículo 15 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, porque se realizó en contravención a lo que disponen los artículos 18, 33 y 104 fracción III de la misma Ley; que se refieren a que las instituciones para la planeación de la obra pública deben tener en cuenta la disponibilidad de recursos económicos, que solo podrán llevar a cabo las contrataciones cuando tengan garantizada la disponibilidad de recursos, así como a la cláusula de autorización del recurso para cubrir el compromiso derivado del contrato de que se trate, ya que en el contrato solo se dice que se contará con el recurso, es decir que al momento de firmar el contrato, no se contaba con el recurso, lo que se corrobora con la confesión hecha por la Parte Actora en el sentido de las dificultades que tuvo para cobrar el anticipo;

B. Que la administración anterior, se debió abstener de suscribir el contrato de obra pública en términos del artículo 90 fracción VI de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que se considera que no es verídica la información contable dada por la Parte Actora para la adjudicación del contrato, debido a que su registro en el Registro Único de Contratistas se reporta un capital social menor al de los contratos, al igual que en su reporte de capacidad financiera, e incluso confiesa que no tuvo capacidad para realizar la obra, lo que le llevo a suspenderla,  por lo que no debió hacerse la adjudicación de los contratos; y 

C. Que la adjudicación del contrato, nos e ajusto a los parámetros establecidos en la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que no está debidamente fundada y motivada la adjudicación directa ya que no se establece porque se haya optado por el procedimiento de adjudicación directa, ni se establecieron las formalidades que exige el artículo 97 de la Ley, por lo cual el contrato resulta lesivo por haberse celebrado en contravención a la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, la Autoridad Demandada opone las excepciones de siguientes:

1. Excepción de nulidad del contrato,  cuyo sustento descansa en la reiteración de los argumentos ya sintetizados;

2. Excepción de falta de acción y de derecho que se sustenta en la nulidad de los contratos, facturas y demás documentación en que se sustenta el reclamo de la Parte Actora;

3. Excepción de lesividad, que también se hace descansar en los argumentos ya sintetizados; y

4. Excepción de rescisión de contrato derivado de que el contratista, sin seguir los procedimientos establecidos en la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, suspendió la realización de la obra pública.

Al respecto, en el escrito de ampliación de demanda, la Parte Actora argumenta al respecto lo siguiente:

I. Que el hecho de que el contrato se hubiere celebrado con la administración anterior del Municipio de Aquismón S.L.P., no exime de la responsabilidad contractual a la actual administración;

II. Que el contrato de obra pública no está afectado de nulidad, ya que cumple todos los requisitos del artículo 104 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, así como que la disponibilidad del recurso y la autorización de la inversión se satisface con la declaración primera del contrato, de acuerdo con el artículos 18 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, en relación con el artículo 33 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria;

III. Que las argumentaciones formuladas se refieren a actuaciones de la administración pública que no son propias de la Parte Actora, y que por tanto no es responsable de ellas, tales como la decisión sobre la adjudicación directa del contrato;
IV. Que las excepciones carecen de sustento, de acuerdo con los argumentos ya expuestos, además de que son extemporáneas, ya que la Autoridad Demandada debió en todo caso ejercer las acciones dentro del plazo legal concedido, ya que el plazo para promover una lesividad o una rescisión ya feneció;

Por su parte, la Autoridad Demandada en la contestación a la ampliación de la demanda, reitera el argumento en el sentido de que se trata de un adeudo a título personal de los integrantes de la administración anterior, así como que el contrato de obra no es acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí.
Al respecto, resulta importante hacer algunas precisiones importantes que definen la litis en el presente Juicio Contencioso Administrativo:

· En esencia los hechos no están controvertidos, es decir no hay controversia sobre la suscripción del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, y la realización de la obra pública;

· Es incluso válido decir que a la fecha, la obra pública se encuentra concluida, sobre lo cual se debe matizar, a virtud de los documentos que obran en autos, y de lo afirmado en la demanda, que no fue la Parte Actora, quien concluyó la obra, pues sostiene que la dejó al 90% de avance;

· La controversia se centra sobre cuestiones de derecho, concretamente sobre la legalidad y validez del Contrato de Obra Pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04; 
· Tampoco hay controversia en cuanto a que operó la resolución negativa ficta, ya que la Autoridad Demandada en la contestación de la demanda refiere señalar los fundamentos y motivos que aduce dan sustento a la resolución negativa recaída a la instancia formulada por la Parte Actora.

En ese sentido, es necesario establecer en cuanto al aspecto sustantivo, que la resolución negativa ficta, es una figura jurídica creada y definida por los artículos 3° fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que consiste en otorgar la calidad de una resolución en sentido negativo, al silencio de la autoridad administrativa ante la que se presentó una solicitud, una vez que ha transcurrido un plazo de tres meses desde la presentación.
Ahora bien, en cuanto a la relevancia procesal, debemos hacer referencia a dos aspectos, el primero que al otorgarse el carácter de resolución en sentido negativo, la resolución negativa ficta se traduce en un acto impugnable, es decir, el administrado cuenta con acción expedita para acudir al Juicio Contencioso Administrativo.

Y un segundo aspecto, que es la tramitación del juicio, ya que en tratándose de una resolución negativa ficta, la Autoridad Demandada debe dar la fundamentación y motivación que den sustento a la resolución negativa al contestar la demanda, so pena de tener por confesados los hechos afirmados por la Parte Actora en la demanda, según se obtiene del artículo 244 párrafo cuarto del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin perjuicio de que pueda acompañar una resolución expresa que conste en diverso documento, misma que puede ser favorable o desfavorable a la Parte Actora; lo que permite a la Parte Actora ampliar la demanda para controvertir la fundamentación y motivación dada en la contestación de la demanda o en su defecto en la resolución expresa que le resulte desfavorable total o parcialmente.
En ese sentido, la litis del Juicio Contencioso Administrativo está definida por la instancia formulada por la Parte Actora, la fundamentación y motivación de la resolución negativa que la Autoridad Demandada proporcionó en la contestación de la demanda, y la correlativa impugnación acorde a los argumentos esgrimidos tanto en la demanda como en la contestación de la demanda; puesto que el acto impugnado en el presente Juicio Contencioso Administrativo y que será materia de pronunciamiento sobre su legalidad o ilegalidad, es la negativa ficta recaída a la instancia formulada por la Parte Actora ante la Autoridad Demandada.
En ese orden de ideas, esta sala se abstiene de emitir un pronunciamiento sobre la legalidad o ilegalidad de cualquier otro acto administrativo, ya que es ajeno a la litis de presente Juicio Contencioso Administrativo; en todo caso los diversos actos administrativos se apreciaran conforme a las presunciones legales de legalidad y validez del acto administrativo, que se desprende de los artículos 167 y 170 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Al ser esto así, esta Tercera Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa está impedida para efectuar un pronunciamiento sobre lo que argumentó la Autoridad Demandada respecto de la ilegalidad y nulidad del contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, así como causales de rescisión del mismo contrato; ya que es ajeno a la litis del presente Juicio Contencioso Administrativo, puesto que el contrato no es un acto impugnado en el presente Juicio Contencioso Administrativo, y por tanto no es viable que la Sala se pronuncie sobre su legalidad y validez; siendo lo conducente que se limite a reconocer, como se ha dicho, la presunción de legalidad y validez de que goza todo acto administrativo.

En todo caso, el análisis de dichos argumentos y las excepciones opuestas, están supeditadas, a que las autoridades competentes, hayan ejercitado las acciones y realizados los procedimiento legalmente previstos en las disposiciones legales aplicables, a efecto de tener por acreditadas las excepciones y defensas de nulidad, lesividad, falta de acción y de derecho, así como de rescisión.
SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, los argumentos de los formulados en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, resulta fundado, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, como se expone a continuación.

Al respecto, se debe precisar, que no existió controversia en cuanto a que en el caso operó la resolución negativa ficta, tan es así que en la contestación de la demanda, la autoridad manifestó los fundamentos y motivos de la negativa.
Como también, ya se precisó en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia, la resolución negativa de la Autoridad Demandada se sustenta en que no se reconoce la deuda que se reclama, ya que el contrato fue celebrado con la administración anterior, por lo que sería una deuda a título personal, con las personas que celebró el contrato y no a cargo del erario público del Municipio, bajo los argumentos que se sintetizan a continuación:

A. Que el contrato es nulo de acuerdo con lo que dispone el artículo 15 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, porque se realizó en contravención a lo que disponen los artículos 18, 33 y 104 fracción III de la misma Ley; que se refieren a que las instituciones para la planeación de la obra pública deben tener en cuenta la disponibilidad de recursos económicos, que solo podrán llevar a cabo las contrataciones cuando tengan garantizada la disponibilidad de recursos, así como a la cláusula de autorización del recurso para cubrir el compromiso derivado del contrato de que se trate, ya que en el contrato solo se dice que se contará con el recurso, es decir que al momento de firmar el contrato, no se contaba con el recurso, lo que se corrobora con la confesión hecha por la Parte Actora en el sentido de las dificultades que tuvo para cobrar el anticipo;

B. Que la administración anterior, se debió abstener de suscribir el contrato de obra pública en términos del artículo 90 fracción VI de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que se considera que no es verídica la información contable dada por la Parte Actora para la adjudicación del contrato, debido a que su registro en el Registro Único de Contratistas se reporta un capital social menor al de los contratos, al igual que en su reporte de capacidad financiera, e incluso confiesa que no tuvo capacidad para realizar la obra, lo que le llevo a suspenderla,  por lo que no debió hacerse la adjudicación de los contratos; y 

C. Que la adjudicación del contrato, nos e ajusto a los parámetros establecidos en la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que no está debidamente fundada y motivada la adjudicación directa ya que no se establece porque se haya optado por el procedimiento de adjudicación directa, ni se establecieron las formalidades que exige el artículo 97 de la Ley, por lo cual el contrato resulta lesivo por haberse celebrado en contravención a la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, la Autoridad Demandada opone las excepciones de siguientes:

1. Excepción de nulidad del contrato,  cuyo sustento descansa en la reiteración de los argumentos ya sintetizados;

2. Excepción de falta de acción y de derecho que se sustenta en la nulidad de los contratos, facturas y demás documentación en que se sustenta el reclamo de la Parte Actora;

3. Excepción de lesividad, que también se hace descansar en los argumentos ya sintetizados; y

4. Excepción de rescisión de contrato derivado de que el contratista, sin seguir los procedimientos establecidos en la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, suspendió la realización de la obra pública.

Al respecto, en el escrito de ampliación de demanda, la Parte Actora argumenta al respecto lo siguiente:

I. Que el hecho de que el contrato se hubiere celebrado con la administración anterior del Municipio de Aquismón S.L.P., no exime de la responsabilidad contractual a la actual administración;

II. Que el contrato de obra pública no está afectado de nulidad, ya que cumple todos los requisitos del artículo 104 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, así como que la disponibilidad del recurso y la autorización de la inversión se satisface con la declaración primera del contrato, de acuerdo con el artículos 18 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, en relación con el artículo 33 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria;

III. Que las argumentaciones formuladas se refieren a actuaciones de la administración pública que no son propias de la Parte Actora, y que por tanto no es responsable de ellas, tales como la decisión sobre la adjudicación directa del contrato;

IV. Que las excepciones carecen de sustento, de acuerdo con los argumentos ya expuestos, además de que son extemporáneas, ya que la Autoridad Demandada debió en todo caso ejercer las acciones dentro del plazo legal concedido, ya que el plazo para promover una lesividad o una rescisión ya feneció;

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le asiste la razón a la Parte Actora en los argumentos que formuló en la ampliación de la demanda, esencialmente en cuanto a que las excepciones opuestas son infundadas, puesto que correspondía a la Autoridad Demandada el ejercicio de las acciones legales dentro del plazo legalmente concedido, lo que se estima fundado de acuerdo con las siguientes consideraciones, que se identifican con un número arábigo resaltado en negritas para un adecuado estudio y comprensión de las excepciones.

1.- En primer lugar, haremos referencia a la excepción de nulidad del contrato, cuyo sustento descansa en la reiteración de los argumentos, ya sintetizados en el presente punto considerativo, en el sentido de que la programación, adjudicación y contratación de la obra pública, concretada en el contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, contraviene diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí.

Al respecto, se debe decir que en autos del presente Juicio Contencioso Administrativo no obra sentencia de autoridad jurisdiccional o resolución de autoridad administrativa, en que se haya determinado la nulidad del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04.

Por tanto, prevalece la presunción legal contenida los artículos 168 y 170 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que confieren presunción de legalidad a los actos administrativos, al no estar acreditada la declaratoria de nulidad, el contrato AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04 es legal y válido, y por consiguiente eficaz, ejecutivo y exigible tal y como lo dispone el artículo 171 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En adición a lo anterior, se debe reiterar que en el contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, es ajeno a la litis del presente Juicio Contencioso Administrativo, es decir no es un acto impugnado en el presente Juicio Contencioso Administrativo.

Lo anterior adquiere relevancia, en cuanto a que no es dable a esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa pronunciarse sobre la legalidad y validez del contrato en mención; sino que es obligación de la Sala reconocer la legalidad y validez de ese contrato administrativo, tal y como se ha hecho.

De acuerdo a lo anterior, la nulidad como una excepción dentro del Juicio Contencioso Administrativo, requiere que se acredite la declaratoria de nulidad por autoridad jurisdiccional o administrativa, e decir de diverso acto de autoridad que así lo acredite; y la nulidad como argumento es inoperante por ser ajeno a la litis, pues el acto que se argumenta está afectado de nulidad, no es acto impugnado en el Juicio Contencioso Administrativo, y por ende, la Sala no puede pronunciarse al respecto.

Por consiguiente la excepción de nulidad del contrato AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04 resultó infundada, y los argumentos relativos a la nulidad de dicho contrato resultaron inoperantes.

2.- Por lo que se refiere a la excepción de falta de acción y de derecho que se sustenta en la nulidad de los contratos, facturas y demás documentación en que se sustenta el reclamo de la Parte Actora.

Se debe decir que dicha excepción resulta infundada, habida cuenta que como se ha señalado, y en obvio de repeticiones innecesarias, la nulidad del contrato número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, como excepción es infundada, y como argumento es inoperante por ser ajeno a la litis; así como que no se formularon argumentos tendientes a señalar la afectaciones de nulidad de facturas y diversos documentos que sustentan el reclamo de la Parte Actora.

3.- En cuanto a la excepción de lesividad, que también se hace descansar en los argumentos ya sintetizados en el presente punto considerativo, en el sentido de que la programación, adjudicación y contratación de la obra pública, concretada en el contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, contraviene diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí.

Al respecto se debe decir, que la lesividad, no constituye una excepción en el Juicio Contencioso Administrativo, habida cuenta que la Lesividad está prevista como una acción en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto faculta y obliga a la autoridad acudir al Juicio Contencioso Administrativo para demandar la nulidad de un acto administrativo favorable a un particular, cuando el orden jurídico no le permite anularlo oficiosamente; según se obtiene del artículo 169 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En efecto, el artículo 169 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es del tenor literal siguiente:

“ARTÍCULO 169. Cuando se haya generado algún derecho o beneficio al particular, no se podrá anular de oficio el acto administrativo; en su caso, la autoridad competente tendrá que iniciar el procedimiento de lesividad ante el Tribunal, salvo en los casos en que los ordenamientos jurídicos aplicables permitan a la autoridad anular oficiosamente dichos actos administrativos, o cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.”
Como puede leerse en la transcripción, en tratándose de actos administrativos favorables a particulares, la regla general es se debe acudir al Juicio Contencioso Administrativo ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en acción de lesividad para anular ese acto.

La excepción a la regla general, se prevé aquellos casos en que el ordenamiento jurídico aplicable al acto concreto, le permita a la autoridad actuar oficiosamente para decretar la nulidad del acto administrativo, lo que es acorde al principio de legalidad, conforme al cual, las autoridades únicamente pueden hacer lo que les permite la Ley, es decir, la disposición legal correspondiente debe prever expresamente la anulación oficiosa del acto favorable a un particular; del mismo modo, la autoridad podrá actuar oficiosamente cuando el particular beneficiario del acto, se haya conducido con dolo (inducción al error), mala fe (aprovechamiento o disimulo del error), y/o violencia (física o moral para adquirir la voluntad de la autoridad).

En resumen, cuando el orden jurídico no prevé que se pueda anular oficiosamente acto administrativo favorable a un particular, y no se actualice el dolo, mala fe o violencia; la autoridad tiene expedita acción para acudir ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa a promover el Juicio Contencioso Administrativo para obtener la declaración de nulidad del acto administrativo.

En ese orden de ideas, la lesividad no constituye una excepción en el Juicio Contencioso Administrativo, pues su naturaleza es la de una acción en tanto su finalidad es la nulidad de un acto favorable e un particular, lo que no es posible en vía de excepción, puesto que el diverso acto administrativo es ajeno a litis del Juicio Contencioso Administrativo, que siempre está definida por el acto impugnado señalado en la demanda, un acto de autoridad que afecta a particulares en tratándose del Juicio Contencioso Administrativo promovido por particulares, o un acto favorable a un particular en tratándose del Juicio Contencioso Administrativo por lesividad a la administración pública o al interés público.

De ahí, que la excepción de lesividad resulta infundada.

4.- Finalmente en lo que respecta a la excepción de rescisión de contrato derivado de que el contratista, sin seguir los procedimientos establecidos en la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, suspendió la realización de la obra pública.

Al respecto, se debe decir que en autos del presente Juicio Contencioso Administrativo no obra resolución de autoridad administrativa, en que se haya determinado la nulidad del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04.

Por tanto, prevalece la presunción legal contenida los artículos 168 y 170 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que confieren presunción de legalidad a los actos administrativos, al no estar acreditada la declaratoria de nulidad, el contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04 es legal y válido, y por consiguiente eficaz, ejecutivo y exigible tal y como lo dispone el artículo 171 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sobre el particular, se debe abundar, que en tratándose de contratos administrativos, como lo son los contratos de obra pública, la entidad pública contratante cuenta con facultades de auto composición, previstas en los artículos 149, 150 y 151 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí; esto es, la rescisión del contrato por incumplimiento del contratista, está fuera del ámbito competencial del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, pues se trata de una atribución de la entidad contratante.

En ese orden de ideas, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se encuentra legalmente impedida para realizar un pronunciamiento sobre argumentos relativos a causales de rescisión del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04; sino que es obligación de la Sala reconocer la legalidad y validez de ese contrato administrativo, en tanto la rescisión no ha sido decretada por la entidad contratante, tal y como se ha hecho en los párrafos precedentes.

Por consiguiente la excepción de rescisión del contrato AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04 resultó infundada, y los argumentos relativos a la nulidad de dicho contrato resultaron inoperantes.

En resumen, las excepciones opuestas resultaron infundadas, al no estar acreditado el ejercicio de las acciones legales correspondientes y las resoluciones respectivas en el ámbito jurisdiccional o en sede administrativa, por lo que es fundado el argumento de la Parte Actora; y los argumentos en que sustenta la negativa resultan inoperantes, ya que en el presente Juicio Contencioso Administrativo esta sala no puede válidamente determinar la ilegalidad, nulidad y/o rescisión del contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, por las razones ya expuestas.
Precisado lo anterior, se procede al análisis de lo aumentado por la Parte Actora en la demanda.
Como ya se estableció, en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia en la demanda la Parte Actora se duele sustancialmente de que la negativa ficta es ilegal por lo siguiente:

a) Que se configuró la resolución negativa ficta, en relación a la instancia formulada el 3 tres de abril de 2019 dos mil diecinueve, ante el Síndico del Honorable Ayuntamiento del Municipio de Aquismón S.L.P., al haber transcurrido más de 5 cinco meses desde la presentación, sin que se emitiera la respuesta correspondiente;

b) Que se violentó en perjuicio de la Parte Actora, la cláusula Tercera del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, así como el artículo 122 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que ahí se dispone que los trabajos ejecutados deben ser pagados, dentro del plazo de 20 veinte días naturales posteriores, a que hayan sido autorizados por el residente de obra y que el contratista hay presentado la factura correspondiente;

c) Que derivado del retardo en el pago de los trabajos ejecutados del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, lo conducente es que se paguen los gastos financieros, de acuerdo a lo que dispone el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, por lo que al no haberse pagado se violentan sus derechos;
d) Que la Autoridad Demandada, es la responsable de la emisión y firma del finiquito del contrato de obra pública AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, de acuerdo a lo que dispone el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, con independencia de que el contratista haya presentado o no el aviso de terminación de obra;

De los argumentos transcritos, se advierte con meridiana claridad, que la Parte Actora lo que busca es que se le paguen los trabajos efectivamente realizados respecto del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, mismo que afirma fueron un porcentaje de 90% del total de trabajos contratados; lo que resulta ser en esencia fundado como se explica en seguida.

Así es, de acuerdo con los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, el finiquito es el acto jurídico en el que resuelven los derechos y obligaciones da cada parte en el contrato, estableciéndose en todo caso el saldo a favor del contratante en relación a las obligaciones de carácter monetario.

Los artículos 152, 153, 154 y 155 Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, son del tenor literal siguiente:

“ARTÍCULO 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad. 

ARTÍCULO 153. Recibidos físicamente los trabajos, las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del término estipulado en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de mismos, en el que se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada uno de ellos; describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante. 

ARTÍCULO 154. De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda a la institución para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, ésta procederá a elaborar y notificar un finiquito provisional dentro de un plazo de diez días naturales; una vez comunicado al contratista el resultado de dicho finiquito, éste tendrá un plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda. Sí transcurrido este plazo no realiza alguna gestión, elaborará y notificará el finiquito definitivo en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

Determinado el saldo total, la institución pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones por ambas partes en el contrato. 

ARTÍCULO 155. Será responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos.”
De los artículos transcritos, se advierten las siguientes disposiciones:

a) Una vez concluida la Obra Pública se procederá a la verificación física de los trabajos (artículo 152);

b) Una vez realizada la verificación física de los trabajos, se procederá a recepción física de la Obra Pública levantando el acta correspondiente (artículo 152);

c) Posteriormente en conjunto la entidad contratante y el contratista deberán elaborar el acta de finiquito, en dicho acto jurídico se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada una de las partes, describiendo el concepto general que les dio origen, y el saldo resultante (artículo 153);

d) La entidad contratante procederá a elaborar un finiquito provisional, cuando no exista acuerdo entre las partes, o el contratista no acuda a la entidad contratante para elaborar el finiquito; a partir de que se notifique el finiquito provisional, el contratista cuenta con un plazo de quince días naturales contados a partir de la notificación, para alegar lo que a su derecho corresponda; transcurrido dicho plazo en un plazo de diez días hábiles la entidad contratante elaborará y notificará el finiquito definitivo (artículo 154 párrafo primero);

e)  Según sea el caso, de acuerdo con lo determinado por en el finiquito, la entidad contratante pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente al saldo determinado (saldo a favor del contratista), o bien  le solicitará el reintegro de los importes resultantes de acuerdo con el saldo determinado (saldo a favor de la entidad contratante); y en forma simultánea levantará el acta con que se darán por extinguidos los derechos y obligaciones de ambas partes en el contrato de obra pública (artículo 154 párrafo segundo); y

f) Que es obligación de la entidad contratante la elaboración y firma del finiquito, esto con independencia de que el contratista le hubiere dado aviso de la conclusión de los trabajos (artículo 155).

En el caso que nos ocupa, como ya se ha establecido, no hay controversia en cuanto a que la obra ya está concluida, también lo es que la Parte Actora afirma no haber concluido la obra, sino que realizó un 90 por ciento del total de trabajos contratados, por su parte la Autoridad Demandada sostuvo en los alegatos que fue el Municipio de Aquismón S.L.P. quien concluyó la obra con apoyo del programa “La Escuela es Nuestra”.

Al ser esto así, es evidente que las versiones de las Partes son concurrentes, y en todo caso, al haber concluido la obra, el Municipio de Aquismón S.L.P. puede establecer cuáles eran los trabajos pendientes, pues corresponderán a los que se realizaron, y a qué porcentaje del total de trabajos contratados corresponden los trabajos realizados y los que quedaron pendientes.

De lo anterior, se sigue, lo fundado del argumento formulado en el concepto de impugnación esgrimido por la Parte Actora, en la demanda; ya que al haberse concluido la obra por el Municipio de Aquismón S.L.P., lo conducente es que se pague a la Parte Actora los trabajos efectivamente realizados con el contratista aquí Actor.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se debe precisar además, que se considera que el Síndico Municipal como representante legal del Ayuntamiento en términos del artículo 75 fracción I de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; goza de atribuciones para emitir los actos inherentes a un contrato de obra pública celebrado con la entidad municipal que representa, de ahí que se considere que en éste caso, el Síndico del Municipio de Aquismón S.L.P., cuenta con atribuciones para tramitar y elaborar el finiquito correspondiente al contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTICULO 75. El Síndico tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I. La procuración, defensa y promoción de los intereses municipales; (…)”

No obstante lo anterior, si la diversa Autoridad Demandada Síndico del Municipio de Aquismón S.L.P., considera que no es competente y que acorde a la normatividad municipal hay otra autoridad competente para elaborar el finiquito del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04; acorde a lo que dispone el artículo 182 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, deberá remitir la instancia formulada por la Parte Actora el 3 tres de abril de 2019 dos mil diecinueve, a efecto de que dicha autoridad de respuesta a la instancia de la Parte Actora, realizando la entrega –recepción de la obra pública, y elaborando el finiquito acorde a los establecido en la presente Sentencia.

En consecuencia, y atentos a lo establecido en el cuerpo de éste Considerando Sexto, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución negativa ficta, al haber resultado infundadas las excepciones e inoperantes los argumentos vertidos por la Autoridad Demandada Síndico Municipal de Aquismón S.L.P. en la contestación de la demanda para sustentar la negativa; por lo que se decreta su NULIDAD, y se les deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir a la parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la Autoridad Demandada Síndico Municipal de Aquismón S.L.P. que emita una nueva respuesta debidamente fundada y motivada, la que atendiendo a las disposiciones la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, es la emisión del finiquito correspondiente a los trabajos efectivamente realizados por el contratista respecto del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04; para lo cual se confiere a la Autoridad Demandada libertad de jurisdicción, por lo que podrá resolver lo que considere procedente en derecho, con la única precisión, que la Autoridad deberá pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia del pago de gastos financieros, expresando de manera fundada y motivada su determinación, acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, y las cláusulas del contrato de obra pública número AQUIS/2018/R-33 FISM7AD-04, por ser parte de lo solicitado por la aquí Parte Actora, en la instancia de cumplimiento del contrato de obra pública mencionado.

Lo anterior, sin perjuicio de que la Parte Actora pueda instar nuevamente el procedimiento de conciliación previsto en el artículo 226 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí; y de que en ejercicio de sus facultades discrecionales, las Autoridades Demandadas puedan actuar en términos de diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción XI, 229 fracción II, 248, 249, 250 fracción I, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución negativa ficta, al haber resultado infundadas las excepciones e inoperantes los argumentos vertidos por la Autoridad Demandada Síndico Municipal de Aquismón S.L.P. en la contestación de la demanda para sustentar la negativa, por lo que se decreta su NULIDAD, y se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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